ACTA N° 014-2004

CONSEJO DIRECTIVO DE LA ESCUELA JUDICIAL, San José, a las diez horas con cinco minutos del  veintinueve de julio del año dos mil cuatro.

Se inicia la presente sesión extraordinaria con la asistencia de la Magistrada Ana Virginia Calzada Miranda, quien preside; Dr. Alfredo Chirino Sánchez, Director de la Escuela Judicial, Licda. Mayra Campos Zúñiga en representación del Ministerio Público, Lic. Gerardo Láscarez Jiménez, en representación de la Dirección del Organismo de Investigación Judicial, Lic. Horacio González Quiroga, Juez Tribunal Superior Contencioso Administrativo, a Licda. Marta Iris Muñoz Cascante,  Jefa de la Defensa Pública, el Dr. Víctor Ardón Acosta, Juez Tribunal Superior de Trabajo y la Licda.. Odalia Campos Villalobos, Secretaria de la Escuela Judicial.

ESCUELA JUDICIAL

ARTICULO I

Se aprueban las actas N°11-2004 del 1 de julio de 2004, N°12-2004 del 5 de julio de 2004 y N°13-2004 del 22 de julio de 2004 

ARTICULO II

El Lic. Otto González Vílchez , Abogado de la Escuela Judicial, en oficio N° EJ-UJ-196-2004 de fecha 24 de junio del año en curso dice:

“De conformidad con lo solicitado al suscrito por parte del Consejo Directivo de la Escuela Judicial en sesión N° 9 celebrada el 7 de junio de 2004, artículo V, le remito el Informe sobre el procedimiento para el cobro de los daños y  perjuicios ocasionados por el incumplimiento del contrato de servicios profesionales suscrito con la Fundación General de la Universidad de Salamanca, a efecto de que sea sometido a consideración del citado órgano colegiado en su próxima sesión.”

“Informe sobre el procedimiento para el cobro de los daños y  perjuicios ocasionados por el incumplimiento del contrato de servicios profesionales suscrito con la Fundación General de la Universidad de Salamanca

Alcances

La Corte Plena en la sesión N° 11-04 del 22 de marzo de 2004, artículo XXXI, dispuso respecto al tema del cobro de los daños y  perjuicios ocasionados por el incumplimiento del contrato de servicios profesionales N° 87-CG-02 suscrito entre el Poder Judicial y la Fundación General de la Universidad de Salamanca para el diseño y puesta en marcha del campo virtual de la Escuela Judicial, lo siguiente:

· No compartir lo indicado por la Procuraduría General de la República en la opinión jurídica número OJ-027-2004, por estimar que existen algunos errores en su contenido.

· Comisionar a la Dirección Ejecutiva para que realice un cálculo en el que se desglosen los daños y perjuicios ocasionados por el incumplimiento contractual de la Fundación General de la Universidad de Salamanca

Con base en el anterior acuerdo, el Consejo Directivo de la Escuela Judicial en sesión N° 9 del 7 de junio del 2004, artículo V, le solicita al suscrito rendir un informe sobre los puntos acordados por la Corte Plena.

Asimismo, la Dirección Ejecutiva mediante oficio N° 4059-DE-04 del 10 de junio de 2004 le solicita a la Escuela Judicial que informe sobre el desglose de los daños y perjuicios ocasionados por el incumplimiento del contrato de servicios profesionales suscrito con la Fundación General de la Universidad de Salamanca.

Por lo tanto, con la finalidad de cumplir con las solicitudes efectuadas por los órganos indicados, se procede a brindar el presente informe que se concentrará en analizar los siguientes aspectos:

· Legitimación del mismo Poder Judicial de representase en un proceso arbitral.

· Adecuada interpretación de la cláusula arbitral en el contrato de servicios profesionales suscrito con la Fundación General de la Universidad de Salamanca.  

· El procedimiento más adecuado, que debe seguir el Poder Judicial, para cobrar el saldo en descubierto por los daños y perjuicios ocasionados por el incumplimiento contractual de la Fundación General de la Universidad de Salamanca.

· Cálculo del saldo en descubierto de los daños y perjuicios que se le adeudan al Poder Judicial.

Estos temas fueron abordados por la Procuraduría General de la República en la opinión jurídica N° OJ-027-2004. Precisamente, algunos de los criterios jurídicos externados por dicho órgano, el suscrito no los comparte por considerar que son interpretaciones legales que no se ajustan al caso concreto. 

A continuación, un análisis de los puntos indicados líneas atrás.

1. Análisis sobre la posibilidad que el Poder Judicial interponga directamente el proceso arbitral contra la Fundación General de la Universidad de Salamanca 

El criterio de la Procuraduría General de la República, dado mediante la opinión jurídica N° OJ-027-2004, que indica:

La representación legal del Estado, encomendada a la Procuraduría General de la República, es limitada a las materias propias de su competencia. (Artículo 1° de su Ley Orgánica). En el caso particular de la representación legal del Estado en juicio, se refiere a los procesos judiciales que se tramiten ante los Tribunales de Justicia. 

Este criterio es correcto a juicio del suscrito de conformidad con el citado artículo 1 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, relacionado con el artículo 3 inciso a) de esa misma ley, que en lo que interesa dispone:

ARTÍCULO  3°.- ATRIBUCIONES:

Son atribuciones de la Procuraduría General de la República:

a) Ejercer la representación del Estado en los negocios de cualquier naturaleza, que se tramiten o deban tramitarse en los tribunales de justicia.

Consecuentemente, la Procuraduría General de la República, como bien lo indica en su opinión jurídica, “carece de legitimación para instaurar, en representación del Poder Judicial (órgano del Estado), un proceso arbitral.” Este criterio, que jurídicamente es acertado, no significa que el Poder Judicial se encuentre en una situación jurídica que le imposibilite presentar el proceso arbitral contra la Fundación General de la Universidad de Salamanca por el saldo en descubierto de los daños y perjuicios no cubiertos por la ejecución de la garantía de cumplimiento.  

Justamente, en la opinión jurídica citada, la Procuraduría General de la República, deja entreabierta cual sería la vía para que nuestra institución interponga el proceso arbitral,
 al indicar; “En los casos en que proceda, el proceso arbitral debe ser gestionado por el mismo órgano administrativo interesado.”  Esto significa que debe ser el mismo Poder Judicial el que interponga el proceso arbitral y se auto represente en éste. 

Lamentablemente, la Procuraduría General de la República, no dio los fundamentos legales ni los procedimientos a seguir para sustentar el criterio de que el Poder Judicial pueda interponer y tramitar  por sí mismo el proceso arbitral contra la empresa consultora. Por lo tanto, el suscrito deberá dar un criterio legal que sustente dicha tesis con la finalidad de solventar la falta de análisis en que incurrió la Procuraduría.

El criterio legal citado anteriormente se fundamenta jurídicamente en las siguientes razones:

1. Por la naturaleza extrajudicial del proceso arbitral: efectivamente, este instituto ha sido entendido por nuestra Sala Constitucional de la siguiente manera:

II) El proceso de arbitraje es, dentro del marco de nuestra Constitución Política, una forma alternativa para la solución de conflictos patrimoniales que podrían resultar para las partes más ágil. 

Es decir, el arbitraje es un medio de solución alternativo de conflictos que se desarrolla en un escenario distinto al de los tribunales de justicia por lo que tiene la característica de ser extrajudicial. Precisamente, esta cualidad es en la que se fundamenta la Procuraduría para indicarle al Poder Judicial que en procesos extrajudiciales, este órgano, por disposición de su Ley Orgánica, no puede representarlo. Pero, como explicaremos a continuación, esa misma tesis de la Procuraduría, le permite al Poder Judicial asumir su propia representación legal amparado a sus potestades de representación extrajudicial. 

2. Por la potestad de representación extrajudicial del Poder Judicial: como se explicó en el apartado anterior, un proceso arbitral se encuentra ubicado en el terreno de las actuaciones extrajudiciales de cualquier administración pública. En el caso del Poder Judicial, su marco normativo, tanto constitucional como legal, le otorgan la representación extrajudicial a su superior jerárquico. Esto se fundamenta en el artículo 103 de la Ley General de la Administración Pública, que establece:

Artículo 103.- 1. El jerarca o superior jerárquico supremo tendrá, además, la representación extrajudicial de la Administración Pública en su ramo y el poder de organizar esta mediante reglamentos autónomos de organización y de servicio, internos o externos, siempre que, en este último caso, la actividad regulada no implique el uso de potestades de imperio frente al administrado.

2. Cuando a la par del órgano deliberante haya un gerente o funcionario ejecutivo, éste tendrá la representación del ente o servicio.

3. El jerarca podrá realizar, además, todos los actos y contratos necesarios para el eficiente despacho de los asuntos de su ramo.

De conformidad con esta norma, el superior jerárquico de una administración pública, tiene absoluta competencia para representar al órgano en todas las actuaciones extrajudiciales, como sería efectivamente un proceso arbitral. 

Ahora, respecto a lo explicado, la Procuraduría General de la República a dicho:

De manera general, la decisión de transar o conciliar, así como la de acudir a un arbitraje, debe ser tomada por el jerarca respectivo, aunque la implementación del acuerdo puede ser llevado a la práctica por un funcionario distinto del jerarca, como una delegación de funciones o bien utilizando la figura de la representación institucional. 
   

Como se desprende de lo indicado, al ser el proceso arbitral una actuación extrajudicial, la representación y el encargado de tramitar el arbitraje sería el superior jerárquico de la administración pública que suscribió la cláusula arbitral, o si la institución cuenta con un gerente o funcionario ejecutivo, el superior puede delegar la representación y la tramitación del proceso arbitral en estos últimos. 

Aplicando lo expuesto al caso concreto, debemos afirmar que el superior jerárquico del Poder Judicial sería la Corte Suprema de Justicia, de conformidad con el artículo 156 de la Constitución Política y los artículos 58 y siguientes de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Por lo que dicho órgano es el competente para tomar un acuerdo mediante el cual adopte la decisión de iniciar por sí mismo el proceso arbitral contra la Fundación General de la Universidad de Salamanca. Además, en ese acuerdo la Corte puede delegar la representación y tramitación del arbitraje a los funcionarios ejecutivos con que dispone, aplicando los dispuesto por el citado artículo 103 inciso 2 de la Ley General de la Administración Pública.
  Respecto a este último aspecto, a juicio del suscrito, existen dos órganos de naturaleza ejecutiva a los cuales la Corte les puede encomendar la tarea de representar y tramitar el proceso arbitral; el primero sería la Dirección Ejecutiva que de conformidad con los artículos 86 y siguientes de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tendría estas facultades y el segundo sería la Unidad Ejecutora que de conformidad con la Ley del Préstamo N° 7496,  también podría ser competente. Ahora, en criterio del suscrito, el órgano que debería asumir la representación y tramitación del proceso arbitral en este caso, sería la Unidad Ejecutora, debido a que el contrato de servicios profesionales suscrito con la Fundación General de la Universidad de Salamanca se regula por las estipulaciones de la Ley del Préstamo y las políticas del BID.
 También, dicha ley le otorga competencias a este órgano en todo lo relacionado con la ejecución de los contratos financiados con recursos del préstamo Poder Judicial-BID. 
      

En conclusión, al ser el arbitraje un procedimiento extrajudicial, la Procuraduría General de la República no tiene legitimación para representar y tramitar en nombre del Poder Judicial el proceso arbitral en contra de la empresa contratista, Fundación General de la Universidad de Salamanca, ya que su competencia se suscribe a la representación legal del Estado, solamente en procesos judiciales. Debido a esto, el Poder Judicial amparado a las facultades de representación extrajudicial que la Ley General de la Administración Pública le otorga a su superior jerárquico, que es la Corte Suprema de Justicia, puede presentar directamente el proceso arbitral, sin tener que recurrir a la Procuraduría General de la República, e inclusive puede delegar esta tarea a la Unidad Ejecutora, que a juicio del suscrito es el órgano que por ley tiene la competencia para realizar esta labor.  

2. Adecuada interpretación de los alcances de cláusula arbitral establecida en el contrato de servicios profesionales suscrito con la Fundación General de la Universidad de Salamanca

Es importante explicar que la opinión jurídica N° OJ-027-2004 de la Procuraduría General de la República, externo un criterio jurídico equivocado al indicar lo siguiente:

Sin embargo, el proceso arbitral está previsto para resolver las diferencias surgidas entre las partes contratantes durante la vigencia y ejecución del contrato, pero no para el cobro de daños y perjuicios no cubiertos con la ejecución de la garantía de cumplimiento, después de que la Administración declaró la resolución contractual, en razón del incumplimiento en el que incurrió la co-contratante.  

Esta interpretación, respecto al alcance del proceso arbitral, es completamente inadecuada desde la perspectiva legal, contractual y de la jurisprudencia administrativa de la misma Procuraduría General de la República, como se demuestra a continuación:  

· El arbitraje en nuestro país puede ser utilizado para dirimir conflictos de carácter patrimonial, tal y como dispone el artículo 18 párrafo segundo de la Ley de Resolución Alterna de Conflictos y Promoción de la Paz Social, al establecer:

Podrán someterse a arbitraje las controversias de orden patrimonial, presentes o futuras, pendientes o no ante los tribunales comunes, fundadas en derechos respecto de los cuales las partes tengan plena disposición y sea posible excluir la jurisdicción de los tribunales comunes.       

Asimismo, el arbitraje en el sector público, permitido por el citado artículo 18 en su párrafo final, tiene ciertas limitaciones en las materia que puedan ser objeto de este procedimiento alterno de resolución de conflictos, como lo ha indicado la Procuraduría General de la República:

Al respecto, la Procuraduría General ha sido clara y concisa en advertir que existen ciertos asuntos en los que definitivamente no cabe la aplicación de los procesos de arbitraje, como lo serían: tributos, dominio público, seguridad, orden público y salud, por citar algunos ejemplos. 

"Por ello, es conveniente recordar lo que este órgano asesor había pronunciado al respecto, cuando mediante estudio realizado por los Procuradores Dra. Magda Inés Rojas Chaves y Lic. Francisco Villalobos González, de fecha 18 de marzo de 1994, se indicó: 

"El principio general en orden al arbitraje es que puede acudirse a él para dirimir las controversias patrimoniales. Principio que se desprende del artículo 43 de la Constitución Política... 

Excede dicho principio toda proposición de arbitraje que comprenda directa o indirectamente asuntos de derecho público. Circunstancia que es, por sí sola, excepcional, en la medida en que el arbitraje concierne, por principio, pretensiones de índole patrimonial. El concepto de "asuntos de derecho público" abarca toda regulación que involucre los institutos específicos regulados por el derecho público en sí mismo considerados, sean potestades, servicios públicos, o bien el dominio público, etc. y la ejecución de las regulaciones correspondientes en la medida en que exceda el aspecto puramente patrimonial. Regulaciones que son de rango legal por la índole de la materia y que incluso conciernen el orden público institucional, como es el caso de las potestades públicas y su ejercicio o el dominio público.." 

Por lo tanto, el arbitraje en el sector público debe abarcar materia patrimonial y no puede utilizarse para dirimir conflictos que impliquen el ejercicio de potestades de imperio que tienen la característica de ser irrenunciables.

· La Cláusula Décima Sétima del contrato de servicios profesionales N° 87-CG-02 suscrito con la Fundación General de la Universidad de Salamanca, dispone:
DÉCIMA SÉTIMA.- ARBITRAJE.-

Las controversias o diferencias que pudieren derivarse de este contrato, en cuanto a asuntos de índole patrimonial, se resolverán por la vía arbitral de conformidad con lo estipulado por la Ley Sobre la Resolución Alternativa de Conflictos y Promoción de la Paz Social y con el Reglamento del Centro de Conciliación y Arbitraje de la Cámara de Comercio de Costa Rica, a cuyas normas las partes se someten en forma incondicional. En caso de arbitraje, las partes cancelarán el pago de honorarios por partes iguales, ajustándose a la tabla de honorarios que al efecto proporcionará el Centro de Conciliación antes citado. Las diferencias que se susciten, de cualquier otra índole, serán resueltas por las vías legales correspondientes, conforme a la legislación aplicable.      

Esta cláusula arbitral, se encuentra conforme al marco normativo y los criterios de la jurisprudencia administrativa, explicados en el apartado anterior. Efectivamente, esta cláusula esta diseñada para dirimir conflictos solamente de índole patrimonial y no se encuentra condicionada a que las controversias surjan durante la vigencia del contrato, tal y como erróneamente lo ha interpretado la Procuraduría General de la República.

· Justamente, a juicio del suscrito, la aplicación de la cláusula arbitral en el presente caso es totalmente procedente, debido a las siguientes razones:

· En este asunto, la utilización de un proceso arbitral no se encuentra condicionado a que el contrato este vigente, sino a dirimir diferencias de orden patrimonial, a nivel general.

· La pretensión de cobrar el saldo en descubierto de los daños y perjuicios que no se cubrieron con la ejecución de la garantía de cumplimiento, tiene la naturaleza de ser de orden patrimonial, por lo que debe hacerse efectiva por medio de un proceso arbitral.

· Además, esta pretensión no se encuentra dentro de las materias que no pueden ser objeto de un proceso arbitral, cuando se trata del sector público, ya que no está comprendida dentro de potestades de imperio o aspectos de orden público que son irrenunciables.    

En síntesis, en este caso, el proceso arbitral se encuentra previsto para dirimir conflictos de orden patrimonial que surjan entre las partes contratantes, como efectivamente lo es el cobro del saldo en descubierto por los daños y perjuicios no cubiertos por la ejecución de la garantía de cumplimiento, sin estar condicionado a la vigencia o no del contrato. 

3. Procedimiento recomendado para el cobro del saldo en descubierto de los daños y perjuicios no cubiertos por la ejecución de la garantía de cumplimiento

De previo a recomendar el procedimiento más idóneo para que el Poder Judicial cobre el saldo no cubierto de los daños y perjuicios causados por el incumplimiento de la empresa contratista, es preciso indicar que a juicio del suscrito, el procedimiento recomendado en la opinión jurídica OJ-027-2004 por parte de la Procuraduría General de la República, no es el adecuado para este caso, por las siguientes razones:

· El procedimiento establecido por el artículo 149 inciso a) de la Ley General de la Administración Pública, se utiliza para ejecutar de manera forzosa un crédito líquido a favor de la Administración Pública, siempre y cuando, previamente se haya declarado por sentencia firme la existencia de un derecho de crédito a favor del Estado, como lo ha dicho la Sala Constitucional al establecer:

Esta Sala considera que únicamente en virtud de una sentencia firme que declare la existencia de un crédito líquido a cargo del accionante y a favor del INCOP, podrá la Administración hacer uso de los medios de ejecución forzada que le otorga nuestro ordenamiento jurídico ya que se estaría ante las circunstancias previstas en el artículo 149.1 de la Ley General de la Administración Pública. Si el INCOP procediera a hacer uso de la facultades ejecutivas antes de que se haya determinado en la vía judicial la procedencia del cobro, se estaría lesionando el derecho de propiedad que ya adquirió el accionante con respecto a los montos que le fueron pagados y, tratándose de un embargo, se violaría su derecho de propiedad respecto a los bienes embargados.
       

Efectivamente, en este caso el monto de los daños y perjuicios no cubiertos por la ejecución de la garantía de cumplimiento requiere ser declarado mediante sentencia firme y no directamente establecido en sede administrativa, como erróneamente lo indicó la Procuraduría General de la República.

· De conformidad con lo indicado, el Poder Judicial deberá declarar previamente su derecho de indemnización a su favor por medio del proceso arbitral, ya que de acuerdo con el contrato suscrito con la empresa contratista, este procedimiento deberá utilizarse en sustitución de la vía jurisdiccional ordinaria.

Efectuadas las observaciones al criterio externado por la Procuraduría, se procede a recomendar el procedimiento, que en opinión del suscrito, puede utilizar el Poder Judicial a efectos de cobrar el saldo en descubierto de los daños y perjuicios ocasionados por el incumplimiento contractual de la empresa contratista, que sería el siguiente:

· Una vez que se haya ejecutado la garantía de cumplimiento, habría que determinar en sede administrativa lo siguiente:

· Que el incumplimiento contractual de la empresa consultora produjo daños y perjuicios mayores a los previstos en la garantía de cumplimiento.

· Cuantificar a nivel general el monto de los daños y perjuicios producidos  y que no fueron cubiertos con la ejecución de la garantía de cumplimiento.

· Determinados los montos generales de indemnización en sede administrativa, la Corte Plena deberá tomar un acuerdo conteniendo los siguientes puntos:

· Aprobar los montos generales calculados por concepto de daños y perjuicios no cubiertos por la ejecución de la garantía de cumplimiento y que constituirán la base de la  pretensión de la demanda arbitral.

· Ordenar, tal y como se explicó líneas atrás, a la Unidad Ejecutora elaborar la demanda a efectos de interponer directamente el proceso arbitral ante el Centro de Conciliación y Arbitraje de la Cámara de Comercio de Costa Rica, que fungirá, de conformidad con el contrato, como tribunal arbitral.

En conclusión, el procedimiento para el cobro de los daños y perjuicios no cubiertos por la ejecución de la garantía de cumplimiento no puede efectuarse de conformidad con lo recomendado por la Procuraduría General de la República, ya que debe declararse previamente el derecho de crédito en favor de la administración por la vía judicial respectiva. En el presente caso, al existir una cláusula arbitral en el contrato que obliga a las partes a dirimir sus diferencias patrimoniales por medio de un proceso arbitral, será este procedimiento el que vendrá a sustituir la vía jurisdiccional ordinaria. La demanda arbitral deberá ser interpuesta por la Unidad Ejecutora tomando como base la cuantificación general de los daños y perjuicios efectuada en sede administrativa. 

4. Cuantificación general de los daños y perjuicios no cubiertos con la ejecución de la garantía de cumplimiento

Previamente a presentar una propuesta de la cuantificación de los daños y perjuicios causados por el incumplimiento contractual de la Fundación General de la Universidad de Salamanca y que no fueron cubiertos con la ejecución de la garantía de cumplimiento, deben considerarse los siguientes aspectos:

· Efectivamente, de conformidad con lo establecido en el artículo 36 inciso 1 del Reglamento General de la Contratación Administrativa, en el presente caso la ejecución de la garantía de cumplimiento por 17.000.00 dólares es insuficiente para indemnizar los daños y perjuicios ocasionados al Poder Judicial por el incumplimiento contractual de la empresa consultora, por lo que nuestra institución esta facultada legalmente para cobrar el saldo en descubierto respectivo utilizando los medios legales con que dispone.

· La cuantificación de los daños y perjuicios, debe hacerse de forma general, ya que si los montos de indemnización se establecen de manera muy detallada podría limitarse la pretensión dentro del proceso arbitral, que justamente es el medio por el cual el Poder Judicial obtendrá las sumas exactas por los daños y perjuicios causados por el incumplimiento contractual, al ser declaradas así en el laudo arbitral. 

Efectuadas las anteriores consideraciones, se presenta a continuación el detalle de los daños y perjuicios ocasionados al Poder Judicial por el incumplimiento del contrato para el diseño y puesta en marcha del Campus Virtual para la Escuela Judicial de Costa Rica.

4.1. Cuantificación del daño emergente

El daño emergente se considera que es la disminución patrimonial sufrida por el acreedor por causa de la inejecución de las obligaciones contractuales de su deudor, 
 en el presente caso en este tipo de daño se consideraría la perdida sufrida por el Poder Judicial de los productos específicos que la empresa consultora no entregó, así como la imposibilidad para nuestra institución de reutilizar los recursos económicos producto del préstamo con el BID. Por lo indicado, a juicio del suscrito al existir en el presente caso un incumplimiento total de las obligaciones de la contratista, el daño emergente lo constituiría el costo total de la consultoría por concepto de 170.000.00 dólares, monto al cual se le debe restar la ejecución de la garantía de cumplimiento de 17.000.00 dólares, por lo que la suma adeudada sería de 153.000.00 dólares, que el tipo de cambio a la fecha de este informe, daría como aproximado la suma de 66.555.000 colones.

4.2. Cuantificación de los perjuicios o lucro cesante

El lucro cesante se entiende como los aumentos de patrimonio que no llegaron a darse por el incumplimiento de una de las partes del contrato,
 se incluyen, en el presente caso, por este concepto, la inversión que el Poder Judicial ha tenido y tendrá que realizar para hacer posible, con sus propios recursos, los productos que la empresa consultora no entregó, y que se desglosan en los siguientes:

Compra de licencias del software para el desarrollo de cursos virtuales: las siguientes herramientas ó paquetes de software fueron adquiridas con el objetivo de  diseñar, desarrollar, programar, reproducir, almacenar, respaldar, realizar presentaciones de software virtual y material de apoyo didáctico (antologías, manuales, guías rápidas de estudio) para publicar escrito y/o en CD. Todo lo anterior, en correspondencia con las metas del programa de virtualización de cursos de la Escuela Judicial:
Producto
Costo

Macromedia Studio MX 2004  (1 licencia)

Actualizaciones

Se adquirió una licencia, se tiene previsto la adquisición de otra, por lo menos.
¢975.000. oo 

¢325000.00

1 Adobe PageMaker 7.0
$ 500 aproximado

1 Adobe Photoshop 7.0
$ 700 aproximado

1 Adobe Acrobat profesional 6.0
¢331.500.00

1 Adobe Ilustrator
¢243.750.00

a. Capacitación del personal de la Escuela Judicial en el software para el diseño y desarrollo de cursos virtuales: fue necesario disponer de capacitación al personal de la Escuela Judicial en herramientas que permitan el diseño, desarrollo, programación y demás tareas relacionadas con los cursos virtuales. Específicamente se capacitó en las herramientas del Macromedia Studio MX. En promedio, cada curso de estas herramientas cuesta aproximadamente $250 por persona, en la Escuela Judicial, se impartió capacitación a tres funcionarias, dos del área de informática y una del área de metodología de la enseñanza, para un total de $750 dólares. 

b. Adquisición de la plataforma tecnológica para la ejecución de los cursos virtuales: la Escuela Judicial no cuenta con una plataforma tecnológica para guardar, modificar, actualizar, consultar, administrar y dar mantenimiento a los futuros cursos virtuales, por lo que ha tenido que publicar estos en CD y a la vez buscar opciones de alquiler de hospedajes de otras instituciones que cuentan con plataformas tecnológicas. Por lo tanto, la Escuela Judicial debe realizar las inversiones necesarias en infraestructura informática tal como servidor de Internet / Intranet exclusivo para la Escuela Judicial, capacitación al personal correspondiente y adquisición del software que sirva como plataforma para la publicación de cursos en línea o en todo caso, la licencia del lenguaje o ambiente de programación correspondiente, por ejemplo Visual Interdev, herramienta de desarrollo de aplicaciones para Internet de la empresa Microsoft, compatible con la tecnología existente en el Poder Judicial. Estos aspectos al ser sumamente complejos, es difícil determinar los costos por lo que es recomendable que se cuantifiquen pericialmente dentro del mismo proceso arbitral.

En conclusión, los montos por concepto de los daños y perjuicios no cubiertos por la ejecución de la garantía de cumplimiento, que se le deberán cobrar a la empresa contratista, Fundación General de la Universidad de Salamanca por medio de un proceso arbitral, son los siguientes:

Tipo de daño
Concepto 
Monto

Dólares 
Monto 

Colones
  

Daño Emergente
Costo de la consultoría de $170.000.00 dólares menos $17.000.00 dólares de ejecución de la garantía de cumplimiento  
$153.000.00
¢ 66.555.000



Lucro cesante

(perjuicios)
Compra de licencias del software para el desarrollo de cursos virtuales
$ 5.510,91
¢ 2.397.250


Capacitación del personal de la Escuela Judicial en el software para el diseño y desarrollo de cursos virtuales
$ 750
¢ 326.250


Adquisición de la plataforma tecnológica para la ejecución de los cursos virtuales
Debe cuantificarse y cobrarse dentro del proceso arbitral
-

TOTAL APROXIMADO
$159.260.91
¢ 69.278.500

Conclusiones y recomendaciones 

De lo expuesto en el presente informe, se extraen las siguientes conclusiones y recomendaciones:

· La Procuraduría General de la República no es competente para representar al Poder Judicial en un proceso arbitral, ya que sus atribuciones se suscriben a la representación del Estado en procesos judiciales, de conformidad con su Ley Orgánica.

· Al ser el arbitraje un procedimiento extrajudicial, el Poder Judicial amparado a las facultades de representación extrajudicial que la Ley General de la Administración Pública le otorga a su superior jerárquico, puede presentar y tramitar por sí mismo el proceso arbitral contra la Fundación General de la Universidad de Salamanca.

· Se recomienda, que al ser la Corte Suprema de Justicia el superior jerárquico del Poder Judicial y por lo tanto ser el órgano facultado para representar a la institución en un proceso arbitral, tome un acuerdo donde decide entablar un proceso arbitral contra la Fundación General de la Universidad de Salamanca y asimismo delega esta tarea a la Unidad Ejecutora que es el órgano que de conformidad con la Ley del Préstamo y el contrato, es el despacho que puede realizar esta labor.  

· En el presente asunto, el proceso arbitral es procedente, debido a que la cláusula arbitral establecida en el contrato suscrito con la Fundación General de la Universidad de Salamanca, se encuentra diseñada para dirimir cualquier conflicto de orden patrimonial que surja entre las partes contratantes, sin estar condicionada a la vigencia o no del contrato. Además, la pretensión de cobrar los daños y perjuicios no cubiertos con la ejecución de la garantía de cumplimiento es de carácter patrimonial y no es materia de orden público, por lo que puede ser sometida a un proceso arbitral.

· El procedimiento de cobro recomendado por la Procuraduría General de la República, basado en lo establecido por el artículo 149 inciso a) de la Ley General de la Administración Pública, es incorrecto ya que para ejecutar de manera forzosa un crédito en sede administrativa se requiere sentencia firme que declare previamente la existencia de un derecho de crédito en favor de la Administración Pública.

· Se recomienda que el procedimiento de cobro de los daños y perjuicios no cubiertos por la ejecución de la garantía de cumplimiento, se realice por medio de un proceso arbitral, siguiendo los siguientes pasos:

1. Finalizado el procedimiento administrativo para la ejecución de la garantía de cumplimiento, se recomienda que la Corte Plena apruebe la cuantificación de los daños y perjuicios no cubiertos por la ejecución de la garantía de cumplimiento, efectuada en sede administrativa (monto que se recomienda en el presente informe) y asimismo decida cobrar dichas sumas a la Fundación General de la Universidad de Salamanca por medio de un proceso arbitral.

2. Delegar en la Unidad Ejecutora el tramite del proceso arbitral y la representación del Poder Judicial en este procedimiento.

3. Que la Unidad Ejecutora elabore la demanda arbitral tomando como base la cuantificación de los daños y perjuicios efectuada en sede administrativa y que se encuentre debidamente aprobada por la Corte Plena.

4. Que la Unidad Ejecutora presente la demanda arbitral y tramite este procedimiento ante el Centro de Conciliación y Arbitraje de la Cámara de Comercio de Costa Rica.  

· A nivel general, se pueden estimar los daños y perjuicios no cubiertos por la garantía de cumplimiento en la suma base de 159.260.91 dólares que equivalen al tipo de cambio actual a la suma de 69.278.500 colones, a los cuales se le deberán sumar los costos correspondientes a la adquisición de la plataforma tecnológica para la ejecución de los cursos virtuales que deberá cuantificarse en el mismo proceso arbitral, las costas procesales y personales y los intereses sobre las sumas adeudadas a partir de la firmeza del laudo arbitral.
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La Mag. Calzada informa que la Corte Plena como es de conocimiento de este Consejo nombró una Comisión de Magistrados integrada por el Mag. Rolando Vega Robert, Mag. Ernesto Jinesta Lobo y ella para que dialogaran con los representantes de la Fundación General de la Universidad de Salamanca sobre el asunto.  En la sesión de Corte Plena N°24-2004  celebrada el 28 de junio del año en curso, artículo XXII, el Mag. Luis Paulino Mora Mora informa sobre la visita e intercambio de opiniones sobre el tema que sostuvo con el señor Rector de la Universidad de Salamanca y llegaron a la conclusión de que lo mejor, previo a recurrir a la vía jurisdiccional a plantear el problema, era ofrecer a la Corte la posibilidad de llegar a un acuerdo para finiquitar las diferencias, en lo que la Universidad estaría de acuerdo.  Por lo anterior se acordó que  dicha comisión  analice el asunto para establecer si es factible llegar a una conciliación en el caso y rinda en su momento el correspondiente dictamen a la Corte Plena.

 

Propone que el informe rendido por el Lic. Otto González sea aprobado y trasladado a conocimiento de la Comisión.

 

El Lic. Horacio González manifiesta que el encargo que hizo Corte era solamente para establecer los daños y perjuicios, en el informe se indica, pero no está claro la cantidad del mencionado resarcimiento, ya que del texto que está discutiéndose se da a entender como si la Escuela estuviera cobrando todos los costos relacionados con el desarrollo del programa.

 

El Dr. Chirino dice que en realidad ese fue el efecto que tuvo el incumplimiento de la Universidad de Salamanca, precisamente, que la Escuela tuviera que asumir de su presupuesto todas las actividades relacionadas con el mismo, no sólo la compra de licencias y software, sino también la capacitación del personal involucrado, y la contratación de consultorías y expertos en el tema, además de los retrasos en un proyecto tan importante.

 

El Lic. Horacio González dice que le parece que el daño sería el retraso en contratar otro o buscar un  sustituto para hacerlo.

 

La Mag. Calzada dice que el incumplimiento de los dos primeros hitos hizo que no se pudiera ejecutar el proyecto final  y  luego se dio el problema con la plataforma tecnológica del software que al final resultaba incompatible u ofrecía obstáculos de diversa índole en caso de ser migrado al Poder Judicial.  Al respecto, agrega el Dr. Chirino reitera que los costos directos del incumplimiento son cuantiosos y abarcan todas las medidas que se han tenido que asumir para dar vida a un proyecto que había sido diseñado para ejecutarse con fondos directos del Proyecto Corte-BID, y que debido al incumplimiento tantas veces mencionado, hubo que atender con prontitud y eficiencia para ofrecerle al Poder Judicial una alternativa viable y funcional a esta necesidad de capacitación a distancia por medios virtuales.  Hace ver, igualmente, que en el informe del Lic. González no se contemplaron todos los daños y perjuicios, debido, en todo caso a que se necesita una pericia en torno a ese tema, y tener con ello mayor certeza de la suma a negociar.

 

La Mag. Calzada considera que antes de trasladar el informe a la Comisión es importante que se revise, entonces, la estimación hecha de los daños y perjuicios, incluyendo aquellos que han de ser peritados, con el fin de que podamos tener certeza de la suma final a negociar con Salamanca a este respecto.  

 

El Lic. Horacio González  dice que Otto González recomienda someterlo a arbitraje y para ello hay que considerar los honorarios  que se debe pagar a  la Cámara de Comercio y a los árbitros, mientras que si se remite a la Procuraduría  el  Poder Judicial no tiene que pagar nada.  Además agrega que la ejecución de la garantía se debe hacer de forma directa.  

 

La Mag. Calzada pregunta si se puede dar un arreglo anterior para no ir a arbitraje o recurrir a la Procuraduría.  Al respecto, considera el Lic. Horacio González que sí es posible ya que se trata de una materia de índole patrimonial, y debido a ello solo hay que tener el visto bueno de la Procuraduría.  Si se desglosa bien los datos de los daños y perjuicios, entonces se ejecuta la garantía y se trataría de llegar a un arreglo en cuanto a los daños y perjuicios  y se evitaría tener que acudir a otras vías.

 
SE ACUERDA:  Aprobar el informe anterior, sin embargo, ha de solicitarse al Lic. Otto González que profundice la estimación de daños, así como que explore más detalladamente la gestión de solución ante la Procuraduría General de la República.  Igualmente se deberá agregar en el mencionado estudio una consideración de los posibles costos en honorarios del arbitraje ante la Cámara de Comercio.  Una vez completo se enviará el informe final a la Comisión de Magistrados designada por la Corte Plena.  ACUERDO FIRME.
 
ARTICULO III

El Dr. Alfredo Chirino Sánchez  se refiere a la necesidad de discutir la condición de los Coordinadores de la Escuela Judicial, y dice que durante las últimas sesiones de este Consejo se ha venido aprobando acuerdos dirigidos a crear un protocolo de actuaciones en diferentes tareas relacionadas con la ejecución  de los cursos y se ha  diseñado una política de la Escuela Judicial que sin duda ha venido a ordenar y a replantear las metodologías que se habían venido siguiendo durante muchos años.  El resultado es palpable y la calidad de los cursos se ha ido incrementando, sin embargo, ha notado que a la hora de aprobación de esos protocolos la creciente actividad de los Abogados de la Escuela  no se refleja en su adecuada extensión.  La verdad es que estas labores han dejado de ser de mero acompañamiento y se han convertido en labores de gestoría de los cursos, de decisión sobre temas de estrategia y logística administrativa, así como de intervención profesional sobre el contenido y calidad de los materiales.  Afirma, que este es un tema que no se puede dejarse de lado y debe plantearse ahora sobre todo de cara a la transformación que va a sufrir la Escuela. Además será un insumo valioso a la hora de revisar los procesos, las tareas de los Abogados, su relación al interno dentro de las diversas áreas interdisciplinarias que confluyen en la ejecución de los proyectos que actualmente se impulsan en nuestra institución y que serán objeto de interés de la consultoría que pronto se iniciará para el Proyecto de Formación Inicial de Jueces. Es por lo anterior, que resulta conveniente hacer ver cuáles son estas tareas de los abogados de la Escuela, las cuales han ido variando desde 1999 en que inició sus labores como Director.  El recordatorio no solo sirve para afianzar estas labores sino también para dar constancia de ellas y de la importancia que tienen en los procesos internos de decisión, seguimiento y ejecución de actividades académicas.
 
Los miembros del Consejo manifiestan que el Director de la Escuela tiene la potestad de llevar  a cabo cualquier reordenamiento que considere conveniente para llevar a cabo las funciones encomendadas. 
 
Previa deliberación SE ACUERDA:  Recordar a los Coordinadores  de la Escuela Judicial que  en virtud de que los/as coordinadores/as o gestores/as de las diferentes actividades de capacitación o proyectos de investigación, que impulsa esta Escuela Judicial, son los/as responsables directos/as, ante la Dirección de la misma, por su adecuado desarrollo, gestión y ejecución, se les reitera, que es su obligación ejercer la debida supervisión, control y seguimiento, de las diferentes etapas, tareas, procesos o productos, que deban realizarse o producirse en el marco de la actividad o proyecto a su cargo.
 
En ese sentido, se les recuerda que las labores de supervisión, control y seguimiento, se realizan sobre la calidad, pertinencia y presentación de una tarea o producto determinado, necesario y viable; según las necesidades de la actividad o proyecto a su cargo. Lo cual no implica ninguna atribución de índole jerárquica ante los/as profesionales o técnicos/as, escogidos/as o designados/as por la Dirección de la Escuela Judicial, para que asesoren, apoyen o realicen, las tareas, procesos o productos específicos.
 
Al personal profesional o técnico que realiza labores de asesoría, apoyo, soporte, producción o cualquier otro proceso, requerido en el marco de una actividad o proyecto de capacitación o investigación, se les recuerda la importancia de cumplir con los tiempos estipulados en el cronograma, que deberán elaborar conjuntamente con el coordinador/a o gestor/a de la actividad o proyecto, de conformidad con los recursos de materiales y humanos con que dispongan.
 
En ese sentido, se señala, que la elaboración de manuales, protocolos o demás instrumentos de procedimientos para la realización de tareas o de elaboración de productos requeridos dentro de las actividades de capacitación o de proyectos de investigación, deberán considerar las directrices establecidas en el presente acuerdo, y solicitar, previa aprobación de la instancia correspondiente, el criterio de los coordinadores/as o gestores/as de  las actividades de capacitación y proyectos de investigación. ACUERDO FIRME
 
ARTICULO IV

El Dr. Alfredo Chirino Sánchez, Director de la Escuela Judicial informa que  en la sesión pasada de este Consejo  se aprobó solicitar autorización para  realizar una  transferencia de  fondos de la Escuela Judicial para pagar los hitos correspondientes al año 2004 de la consultoría del Programa de Formación Inicial, ya que es la única forma de llevar adelante el proyecto este año.  En reunión con el Lic. Walter Jiménez Sorio, Jefe del Departamento Financiero Contable y el  Lic. Luis Barahona Cortés, Jefe del  Departamento de Proveeduría le plantearon que hay dos obstáculos para realizar lo solicitado, primero, que el movimiento de partida está autorizado, sin embargo, como es un contrato BID, los pagos y los acuerdos sobre su inicio y terminación son coordinables y exigibles por parte del BID y ellos no pueden ejecutar si no tienen fondos para hacerlo ya que la Corte no puede gastar fondos corrientes en actividades extraordinarias por disposición del Ministerio de Hacienda.  No obstante, se han realizado averiguaciones en la Contraloría General de la República y decían que elaborando un pequeño anexo al contrato, ya suscrito con el BID se puede perfectamente cambiar la fuente de financiamiento a fondos de la Escuela Judicial, en tal caso, no se ejecutarían los fondos con los ciento setenta mil dólares del BID sino simplemente con los movimientos de partida del 2004 y 2005 que se tendría que hacer.  Los treinta y nueve millones que cubriría los hitos del 2004 ya estarían cubiertos por los traslados de partidas que se han hecho este año y el resto de fondos que asciende a cincuenta millones de colones se puede hacer con un traslado de partidas que se gestionaría en noviembre de este año con efectos a enero del 2005.  Si esto se hace se puede cubrir toda la consultoría de FIU hasta febrero del 2006 sin ningún problema, pero habría que negociar ese anexo con la Contraloría General de la República.

En la sesión pasada se planteó el asunto a la  Corte Plena para que aprobará la gestión y el pasado lunes 26 de julio de 2004 en la sesión N°26-04, artículo XX, acordó previo a resolver solicitar al Asesor Legal de la Dirección Ejecutiva que hiciera un análisis jurídico sobre la condición legal de esta gestión.  En reunión recientemente con el Lic. Toscano para efectos de impulsar su interés sobre este tema, nos indicó que estará de vacaciones a partir de hoy, sin embargo, a su regreso, se dedicará por completo al estudio con el objeto de presentarlo para la próxima sesión de Corte Plena.

Otra lucha que se debe dar es que una suma similar a los  ciento setenta mil dólares entren a la cuenta general del Poder Judicial a beneficio de la Escuela Judicial, para ser invertidos en construcción, aulas, compra de equipo, etc.

Deja constancia de que se ha venido haciendo todas  las gestiones posibles para lograr llevar a cabo el Programa de Formación Inicial.

SE ACUERDA: Tomar nota.

ARTICULO V

El Lic. Rodrigo Zúñiga Soto, Juez Contravencional del Segundo Circuito Judicial de San José, en oficio de fecha 21 de julio de 2003  dice:

“Por medio de la presente y, en forma respetuosa le solicito se sirva informarme cuál es o será el criterio que los Juzgados Contravencionales del país, deberán disponer con motivo de la Ley 8250 vigente, a partir del 10-11-02 (modificación del Código Penal, Ley número 4573 y sus reformas), en lo que respecta a las “Multas”, en base a lo que de seguido expondré.

a)            La Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, mediante voto 1054-94 de las quince horas veinticuatro minutos del veintidós de febrero del año mil novecientos noventa y cuatro, expediente 2375-M-91, por acción de Inconstitucionalidad promovida por Guillermo Fernández Vega, declaró la inconstitucionalidad del artículo 426 del Código de >Procedimientos Penales, anulando la frase “ésta se convertirá a razón de un día de prisión por día multa contenida en el artículo 56 del Código Penal vigente, por ser violatoria de los artículos 33 y 38 de la  Constitución Política”.

b) Sin embargo, dicho artículo 56, se adicionó mediante Ley 8250 del dos de mayo de dos mil dos, publicada en el alcance 37 de la Gaceta número 89 del diez de mayo del dos mil dos, modificación que entró a regir del diez de noviembre del año dos mil dos que reza: “Si la persona condenada incumple injustificadamente las obligaciones propias de la prestación de servicio  de utilidad pública, derivadas de la sustitución de la pena de multa, ésta se convertirá en un día de prisión por cada día de  prestación de dichos servicios”.

c) No obstante, el legislador o las personas encargadas del proyecto de modificación, con todo respeto, me parece que sin querer omitieron referirse o bien aclarar que se iba a ejecutar hacia futuro sobre lo que la Sala Constitucional había indicado mediante el voto 1054-94 referente a las “Multas”; toda vez, que sus pronunciamientos nos resultan vinculantes erga omnes, salvo para sí misma, tal y como lo señala el Artículo 13, de la Ley de Jurisdicción Constitucional.

Lo anterior, por cuanto al estar la Sentencia firme para la ejecución de la misma por el “no pago de multa” y, sobre todo en los casos de “aceptación de cargos del contraventor”, el cual, está anuente a pagar determinada multa y no someterse a juicio, de proceder, esta autoridad, a su captura para dar cumplimiento a lo que nos remite el Código Penal, estará contraviniendo lo indicado en el voto 1054-94, de referencia y eventualmente podría, el suscrito y, cualquier otro Juez homólogo, enfrentar un Habeas Corpus, con las repercusiones sancionatorias, ya conocidas, en estos casos.

La consulta se hace como bien se indica, ya que, el Despacho cuenta con una serie de expedientes (ocho en total) con acusados que aceptaron los hechos, su sentencia está en firme y, no cancelaron la multa impuesta, razón la cual, solicito se sirvan aclararme el punto en cuestión, a fin de aplicar lo que en derecho efectivamente corresponda.
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La Licda. Yadira Brizuela Guadamuz, Profesional en Derecho de la Escuela Judicial, en oficio EJ-UJ-205-2004 del 29 de junio del año en curso rinde el siguiente informe:

“INFORME:

CONSULTA SOBRE LA CONVERSIÓN DE LA PENA DE DÍAS MULTA EN PRISIÓN

Antecedentes:

I.- El Mag. Daniel González Alvarez nos remite la consulta presentada por el licenciado Rodrigo Zúñiga Soto, Juez Contravencional del Segundo Circuito Judicial de San José, en donde solicitaba el criterio de la Comisión de Asuntos Penales de la Corte Suprema de Justicia, en lo relativo a la constitucionalidad de la reforma al artículo 56 del Código Penal, por ley No. 8250, publicada en el Alcance No. 37 de La Gaceta No. 89 del 10 de mayo del año 2002.  Específicamente, se cuestiona si se mantiene la prohibición de convertir la pena de días multa en prisión, conforme lo había resuelto la Sala Constitucional mediante el Voto No. 1054-94.

II.- La presente consulta cumple con los requisitos de admisibilidad establecidos por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial en su sesión N° 15-01 del veintitrés de agosto de dos mil uno, artículo V. Por lo anterior, se resuelve de conformidad con el artículo 6 inciso b) de la ley número 6593, Ley de Creación de la Escuela Judicial.

Resoluciones de las consultas:

I.- Vigencia temporal de la ley:  Conforme lo establece el artículo 129 de la Constitución Política, toda ley de la República aprobada por la Asamblea Legislativa, adquiere vigencia a partir del día que ella designe y, a la falta de este requisito, diez días después de su publicación en el Diario Oficial.   En otras palabras, resulta de acatamiento obligatorio para todos, en especial para los operadores del derecho, a partir del momento que se dispuso para su entrada en vigencia.  Esta vigencia además permanecerá hasta que no sea derogada o abrogada, o bien, en su defecto, hasta que no se decrete su inaplicación por parte de la Sala Constitucional (artículo 10 de la Constitución Política y 88 y siguientes de la Ley de la Jurisdicción Constitucional). 

II.- Artículo 56 del Código Penal, reformado por Ley No. 8250
La norma consultada dispone, en lo que interesa, lo siguiente:  “Si la persona condena tiene capacidad de pago, pero no cancela la pena de multa o incumple el abono de las cuotas en los plazos fijados, la pena se convertirá en un día de prisión por cada día multa, sin perjuicio de la facultad del juez de sentencia para hacerla efectiva de oficio, en los bienes de aquella o de su garante, por medio de embargo y remate”.(el subrayado no aparecen en el original)

De un estudio de la legislación existente en materia penal a la fecha, así como de la jurisprudencia constitucional dictada a partir de la entrada en rigor de esta normativa al día de hoy, se observa que no existe ninguna disposición que la haya derogado expresa o tácitamente, ni se ha sido decretada su inaplicación por la Sala Constitucional.  Es decir, conforme al principio de legalidad que rige nuestro Estado de Derecho, la norma consultada está vigente y, como tal, es de acatamiento obligatorio para todos.

En cuanto a la jurisprudencia emitida por la Sala Constitucional, cabe mencionar que ante la consulta formulada por un grupo de Diputados de la Asamblea Legislativa referente a la constitucionalidad de este numeral, se estableció con claridad que la conversión de la pena de multa o de prestación de servicios a prisión no resultaba inconstitucional, siempre que previamente se le hubiese dado al sentenciado la oportunidad de brindar las razones por las que no pudo cumplir con lo que se le exigía, así como que en sentencia se le hubiese advertido cuáles serían las consecuencias que le traería el incumplimiento penalidad impuesta, es decir, de la conversión de la pena que se le fijó a prisión.  En lo que interesa se señaló lo siguiente:

“Se consulta también si el párrafo final del artículo 56 bis adicionado al Código Penal, al establecer la conversión de la pena de prestación de servicios de utilidad pública en pena de cárcel en caso de incumplimiento de las obligaciones relativas a la sanción impuesta, viola los artículos 35, 39 y 41 de la Constitución Política. El artículo 56 bis debe ser analizado junto con el artículo 56 del Código Penal, también reformado por el proyecto de ley en consulta, que dispone que en caso de que la persona condenada al pago de una multa, tenga capacidad de pago y no la cumpla, la pena podrá convertirse en un día de prisión por cada día multa. En el caso de que no tenga capacidad de pago, y no pueda cubrir el importe de la pena de multa en cuotas, el Juez dispondrá que cada día multa se convierta en un día de prestación de servicios de  utilidad pública. Las consecuencias del incumplimiento de la prestación de servicios de utilidad pública se regulan en el párrafo final del artículo 56 bis. La Sala aprecia en primer lugar que la norma señala que el incumplimiento injustificado de la obligación de prestar servicios de utilidad pública, lo que implica necesariamente que tendrá la oportunidad de alegar ante el Juez sentenciador, de previo a la conversión de la pena en prisión, las razones por las cuales dejó de cumplir las penas impuestas, lo cual satisface plenamente el derecho de defensa. Asimismo, como se indicó en los considerandos anteriores, la imposición no es automática sino que se da luego de la realización de un juicio con todas las garantías constitucionales. Finalmente, debe señalarse que de conformidad con la jurisprudencia de este tribunal sentencia 02743-99 de las 11:33 horas del 17 de abril de 1999, que a juicio de la Sala resulta aplicable en el caso en estudio, la conversión de la pena en prisión prevista en la norma consultada no viola el principio de culpabilidad siempre que se advierta al imputado en la sentencia que, de incumplir la pena sustitutiva de la multa podrá imponérsele la pena de prisión.” (ver de la Sala Constitucional el voto No. 3303 de las 15:42 horas del 9 de abril de 2002).

III.- Dudas sobre la constitucionalidad de una norma 

De acuerdo con lo que establece el artículo 8 inciso 1º de la Ley Orgánica del Poder Judicial, si los funcionarios que administren justicia tienen duda sobre la constitucionalidad de una norma “...necesariamente deberán consultar ante la jurisdicción constitucional” lo que estimen pertinente.  Lo anterior, por cuanto esta materia, la constitucionalidad de la normativa interna del país, es competencia exclusiva de la Sala Constitucional, según los artículos 1, 2, 3 y 4 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, en relación con el artículo 10 de la Constitución Política. 

CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES:

De acuerdo con los puntos que se citan:

1) El artículo 56 del Código Penal, reformado por Ley No. 8250, publicada en el Alcance No. 37, de La Gaceta No. 89, del 10 de mayo del año 2002, se encuentra vigente y es de acatamiento obligatorio para todos, pues a la fecha de hoy no ha sido derogado, ni se ha decretado su inaplicación por la Sala Constitucional.

2) Si la autoridad consultante mantiene dudas sobre su aplicación, específicamente sobre su constitucionalidad, lo que le corresponde hacer es formular la respectiva consulta judicial a la Sala Constitucional, conforme lo señalan el artículo 8 inciso 1º de la Ley Orgánica del Poder Judicial y 102 y siguientes de la Ley de la Jurisdicción Constitucional.

3) La Escuela Judicial es un ente consultor de aspectos prácticos sobre la normativa existente y, en ese carácter, no se puede arrogar competencias que están reservadas en forma exclusiva a otras instancias, en particular cuando las mismas están ya definidas la propia Constitución Política (artículo 10). “
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La Mag. Calzada manifiesta que se podría ver la posibilidad de que los jueces consulten la constitucionalidad de una norma a la Sala y así se declare de una vez la inconstitucionalidad según sea el caso, ya que muchas veces se hace la consulta a la Escuela Judicial de la constitucionalidad y al final de cuentas no es la Escuela la que le corresponde resolver la situación, se podría instar a los jueces para que las presenten a la Sala y se les indique cómo deben presentarlas, ya que muchas son rechazadas por esa razón.

La Licda. Campos dice que muchas veces se ha planteado esa situación, ya que en realidad no es el Consejo Directivo el que debe decidir o está facultado para decir si es inconstitucional.

La Mag. Calzada propone que la Escuela Judicial organice un curso con el objeto de explicar a los jueces cómo se deben hacer las consultas judiciales y así motivarlos a hacerlo.

SE ACUERDA: 1) Aprobar el informe anterior  y comunicarlo al Lic. Rodrigo Zúñiga Soto, Juez Contravencional del Segundo Circuito Judicial de San José. 2) Acoger la solicitud planteada por la Mag. Ana V. Calzada  y comisionar a la Dirección de la Escuela para que preparen un curso de capacitación para los jueces sobre la motivación y forma de plantear una consulta  a la Sala Constitucional cuando se tiene duda de la constitucionalidad de una norma. ACUERDO FIRME.

ARTICULO VI

El Lic. Guillermo Romero Ramos, Juez del Juzgado de Ejecución de la Pena de la Zona Atlántica en oficio del 26 de enero de 2004 dice:

“El suscrito Juez de Ejecución de la Pena de la Zona Atlántica, me dirijo ante ese órgano, con la finalidad de plantear una inquietud respecto a la aplicación de un procedimiento que se lleva a cabo por parte de la mayoría de los jueces y juezas de ejecución de la pena del país, con respecto a un caso en particular y que  el suscrito disiente de la mayoría del cuerpo de jueces de ejecución de la pena.

I- Básicamente se trata de los privados de libertad que se encuentra en la modalidad del nivel semi-institucional y que en determinado momento dejan de presentarse a pernoctar o a firmar en la oficina asignada, por lo que al considerar la Autoridad Penitenciaria, que los privados de libertad que han incumplido con las condiciones impuestas por el Instituto Nacional de Criminología, se han evadido o quebrantado la pena (artículo 324 del Código Penal, por lo que en la mayoría de los casos solicitan al Juez de Ejecución de la Pena del lugar correspondiente, una orden de captura, con el fin de tratar de poner a derecho al privado de libertad.

II- En otras ocasiones (caso de Limón), presentan la denuncia ante el Ministerio Público, para que se prosiga con la investigación para determinar si los privados de libertad han cometido el delito del que habla el artículo 324 del Código Penal, sin embargo, en una investigación que hizo el suscrito, pude constatar que los Fiscales Auxiliares, por disposición Jerárquica, desestiman la causa por considerar que la no presentación a pernoctar o a firmar, constituye un incumplimiento administrativo.

III- Ahora bien, el suscrito, disiente de ambos procedimientos por las siguientes razones:  1°- Respecto a los jueces de ejecución de la pena, considero que existe una extralimitación de sus facultades, toda vez que, el poder de las decisiones de los jueces de ejecución esta limitado por la Constitución Política y por la Ley común, ya que los privados de libertad que se encuentran ubicados en la modalidad del nivel semi-institucional o nivel en comunidad, están descontando una sentencia firme dictada por un tribunal de la República y se encuentra a la orden del Instituto Nacional de Criminología, precisamente por determinación de una orden de un juez de la República, en razón de la cual lo procedente es la aplicación del debido proceso, que se interponga la respectiva denuncia (artículo 278 del Código Procesal Penal), para determinar si el privado de libertad se evadió o quebrantó la sanción por su voluntad (artículo 324 del Código Penal), o bien ésta se dio con la colaboración de un funcionario público (artículo 325 ibídem).  Con respecto al Ministerio Público, es preocupante el procedimiento llevado a cabo por dicho órgano, dado que la causa se desestima por considerar que se trata de un incumplimiento administrativo, cuando en realidad el Instituto Nacional de Criminología, actúa amparado en el artículo 15 del Reglamento Orgánico y Operativo de la Dirección General de Adaptación Social, el cual establece que el Instituto Nacional de Criminología, es el órgano facultado para ubicar a los privados de libertad –mediante criterios técnicos, Plan de Desarrollo Institucional-, en los diferentes niveles de contención, entre ellos, están precisamente los niveles de semi-institucional y en comunidad, es decir, dado que los sujetos que se encuentran privados de libertad a la orden del Instituto Nacional de Criminología, pueden ser ubicados en cualquier nivel que ese órgano lo considere conveniente, así se ha pronunciado en diferentes ocasiones la Sala Constitucional, para tal ubicación se solicita que el privado de libertad aporte oferta laboral y vínculo familiar estable, por consiguiente al interponer la denuncia ante el Ministerio Público, la Autoridad Penitenciaria, consigna estos datos, además de la identificación del sujeto y de la causa pendiente, por lo que considero que el Ministerio Público, tiene todos los elementos para la aplicación del debido proceso y mínimo debe realizar las diligencias necesarias para la ubicación del privado de libertad, además de tener la facultad de solicitar el Juez Penal, la orden de allanamiento correspondiente de ser necesario (artículo 330 del Código Penal, 62, 290 y siguientes del Código Procesal Penal y 2 y siguientes de la Ley Orgánica del Ministerio Público.

IV- Conforme a lo expuesto, el suscrito considera que en ambos procedimientos tanto del Juez de Ejecución de la Pena como del Ministerio Público, se está quebrantando el debido proceso al no citar o localizar al privado de libertad infractor, pero lo peor aun, es que se está dejando sin efecto lo que establecen los artículos 324 y 325 del Código Penal, es decir, están derogando ambas normas en forma tácita, arrogándose de esta forma una competencia que no les corresponde (artículo 121 inciso 1 de la Constitución Política).  Cabe agregar que se debe de tomar en cuenta que los privados de libertad no son solo aquellos que se encuentran ubicados en un centro penal cerrado, sino, que el concepto en sentido amplio de privado de libertad, es toda aquella persona que está sometida a un vínculo jurídico mediante la imposición de una pena que se encuentre pendiente.

En consecuencia, con el mayor de los respetos, solicito me sean aclaradas las anteriores dudas e indicarme si el que está equivocado es el suscrito y si el procedimiento aplicado por los órganos antes mencionados es el correcto, enderezar los procedimientos conforme lo señale su Autoridad.”
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La Licda. Yadira Brizuela Guadamuz, Profesional en Derecho de la Escuela Judicial, en oficio EJ-UJ-206-2004 del 29 de junio  del año en curso rinde el siguiente informe:

“Informe

Situación de las personas condenadas a quienes se ubica en nivel semi-institucional e incumplen con las condiciones impuestas por el Instituto Nacional de Criminología.

Antecedentes

I. Consulta presentada por el licenciado Luis Guillermo Romero Ramos, juez ejecutor de la pena de la zona atlántica. Se refiere a la situación de las personas condenadas a quienes se les  ubica en nivel semiinstitucional e incumplen con las condiciones impuestas por el Instituto Nacional de Criminología,  de modo que dejan de presentarse a pernoctar o a firmar en la oficina asignada.


Señala que en la mayoría de los casos, se solicita ante el juez ejecutor del lugar correspondiente la emisión de una orden de captura, a fin de poner a derecho al privado de libertad; pero en otras ocasiones se presenta denuncia ante el Ministerio Público para que se investigue si se incurrió en el delito que prevé el artículo 324 del Código Penal. Los fiscales auxiliares, sin embargo, desestiman tales denuncias por considerar que se trata de un incumplimiento administrativo.


Expresa el consultante su desacuerdo con ambos procedimientos, en tanto considera que emitir órdenes de captura constituye una extralimitación de las facultades del juez ejecutor. Asimismo, estima que lo procedente es la denuncia ante la fiscalía para que se determine, con el debido proceso, si la persona se evadió por su voluntad, si medió ayuda de algún funcionario; y se logre en esa misma causa la ubicación del penado y su captura.

II. La presente consulta cumple con los requisitos de admisibilidad establecidos por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en su sesión n° 15-01 del veintitrés de agosto de dos mil uno, artículo V. Por lo anterior, se resuelve de conformidad con el artículo 6 inciso b) de la ley número 6593, Ley de Creación de la Escuela Judicial.

Resoluciones de la consulta.

La consulta debe evacuarse en los siguientes términos:


Las personas condenadas a cumplir una pena privativa de libertad se encuentran sometidas al poder punitivo del estado, en los términos decididos en una sentencia penal firme y con prescindencia de las facultades de la administración penitenciaria para ubicarlas en distintos niveles de contención.


El artículo 326 del Código Penal (anteriormente 324) castiga a quien “hallándose legalmente detenido, se evadiere”.  El término (evadir) supone el quebranto de medidas de contención que deben ser reales y efectivas o, como lo ha señalado la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia en sentencias de larga data: 


“... es conveniente señalar que esta Sala, en la resolución número 146-F de las nueve horas con veinte minutos del veintisiete de mayo de mil novecientos ochenta y ocho, indicó que para configurar el tipo penal de evasión es indispensable que la persona se sustraiga a la acción de la justicia pero estando detenida, es decir que se evada estando sometida efectivamente a una custodia real, directa e inmediata, de los funcionarios públicos,  y que tal situación no se presenta cuando el interno aprovecha un permiso de salida otorgado por los propios funcionarios que lo custodian, para no regresar al penal, ya que en tales supuestos aún cuando se evada no lo hace bajo la condición necesaria de un estado de detención real.  Conviene agregar ahora, para la resolución del presente caso, que lo anterior no significa que todos los internos sometidos al "Régimen de Confianza" del sistema penitenciario estén exentos del delito de evasión sólo por el hecho de disfrutar de permisos de salida.  En efecto, para determinar ese delito se configura es indispensable examinar las condiciones en las cuales se realiza la fuga.  Si se trata de un interno que aprovechó un permiso de salida para no regresar al penal, tendríamos que concluir que la evasión se produjo cuando el sujeto no estaba sometido a una efectiva y real detención (como condición física necesaria) y que, por tanto, falta uno de los elementos del tipo penal para configurar el ilícito de comentario; pero si el interno se encuentra ubicado en un Centro de Confianza, y elude la vigilancia y la seguridad interna a la que está sometido, que por lo general es mínima en esos lugares, con el fin de evadirse, tenemos que concluir que en este último caso sí se tipifica el delito de evasión porque la acción se despliega en momentos en que se encontraba bajo una efectiva y real custodia, es decir en una situación física de detención,  independientemente de que en otros momentos hubiere disfrutado de permisos de salida”.  (Sentencia No. 504-F-92, de 9:10 horas de 30 de octubre de 1992).

Desde esta perspectiva, la conducta de quienes hallándose en un nivel semi-institucional no regresan al centro penitenciario a firmar no constituye delito alguno, en la medida en que no están quebrantando ningún medio de contención real y efectivo que los obligue a permanecer bajo vigilancia en cierto lugar, sino aprovechándose de las facilidades que se le brindaron para que goce de libertad, con la única restricción de comparecer al centro penitenciario en las fechas que se le indicaron.


Así, la desestimación que promueven los fiscales de las denuncias entabladas por ese tipo de conductas posee un correcto sustento legal, en virtud de tratarse de acciones atípicas en el derecho penal costarricense.


Ahora bien, la circunstancia de que los actos descritos no constituyan delito, no significa que tampoco existan medidas jurídicas para resolver el problema. Tal como se adelantó, dichas personas se encuentran sometidas al poder punitivo del estado, con base en una sentencia firme decretada por los tribunales competentes.


El artículo 453 del Código Procesal Penal señala con claridad que:

“... las resoluciones judiciales serán ejecutadas, salvo disposición en contrario, por el tribunal que las dictó en primera o única instancia. El tribunal de sentencia será competente para realizar la primera fijación de la pena o las medidas de seguridad, así como las condiciones de su cumplimiento. Lo relativo a las sucesivas fijaciones, extinción, sustitución o modificación de aquellas será competencia del tribunal de ejecución de la pena”.

 Asimismo, el artículo 458 inciso a) del mismo código le atribuye al juez

ejecutor la función de mantener, sustituir, modificar o hacer cesar la pena y las medidas de seguridad, así como las condiciones de su cumplimiento.


Se infiere con facilidad de las previsiones legales citadas, que corresponde a los jueces ejecutores la atribución de “mantener” la pena impuesta, lo que comprende tanto la situación de denegar algun beneficio solicitado, como deber de disponer lo necesario para que la pena se cumpla cuando el condenado ha logrado eludirla (sea esto por evasión típica y punible o por cualquier otro acto que signifique el incumplimiento de la sanción en las condiciones impuestas, como los que se plantean en la consulta).


Se concluye, entonces, que los jueces ejecutores se encuentran jurídicamente obligados a decretar la orden de captura contra la persona condenada que se evadió del centro de reclusión, del arresto domiciliario o no regresó a la oficina asignada a pernoctar o a firmar. Esto, debido a que la orden de captura, en primer término, no puede ser dispuesta por las autoridades administrativas y, en segundo lugar, constituye el modo dispuesto por la ley para que se mantenga el efectivo cumplimiento de la pena impuesta.


El único presupuesto requerido para ordenar la captura del sentenciado, es la verificación de que en efecto se evadió (sin tener aquí trascendencia alguna la ayuda que pudiese haberle prestado algún funcionario) o de que no regresó a pernoctar o a firmar en la fecha indicada. No se trata de un proceso para establecer la culpabilidad del condenado (esto, de ser el caso, se analizaría en la causa que se le siguiere por el delito de evasión, si fuere procedente), sino de la simple ejecución de una sentencia firme que la ley encomendó al juez ejecutor.


Por ende, la orden de captura es siempre procedente con la sola verificación de que la pena ya no se está cumpliendo –y, con ello, la sentencia que la impuso-; el juez ejecutor debe decretarla, pues de lo contrario incumpliría uno de los deberes fundamentales que le competen, y el tema es por completo independiente de lo que se decida en la vía penal respecto de si ocurrió o no una evasión típica.

Conclusiones y recomendaciones.


Se concluye de lo expuesto que compete al juez ejecutor ordenar la captura de las personas condenadas a cumplir una pena privativa de libertad, cuando constate que dicha pena ya no se está ejecutando, sino que logró eludírsela, fuere ello por conductas típicas del delito evasión o por el incumplimiento de las condiciones que se fijaron en un nivel semiinstitucional, discusión que es por completo ajena al tema de la ejecución de las sanciones.


El único presupuesto de la orden de captura es la constatación de que, en efecto, la pena dejó de cumplirse y, con ello, la sentencia firme ya no se está ejecutando; y debe decretarse de inmediato ante esa simple verificación, pues lo contrario implicaría el incumplimiento de una de las funciones principales del juez ejecutor, cual es la de asegurar la ejecución de la pena.”
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El Dr. Alfredo Chirino dice que no hay en este momento una instrucción que ayude al Juez de Ejecución de la Pena del país a tomar esas decisiones.

La Licda. Mayra Campos dice que el juez es independiente tiene la legitimación de dictar medidas coercitivas y en el Código Procesal Penal se establece las funciones del Juez de Ejecución de la Pena y evidentemente el juez ante el incumplimiento de un beneficio, un permiso al ser un reo prófugo que hay que dictarle captura, si posteriormente justifica como una situación se podría valorar de nuevo si se otorga el beneficio, le parece que la consulta es ambigua.

El Dr. Chirino manifiesta que está de acuerdo con la Licda. Campos de que la consulta es omisa en cuanto a la caracterización de las labores que le corresponde al Juez de Ejecución de la Pena, nosotros estamos teniendo el mismo efecto con lo que se está resolviendo pero sin considerar las competencias ya que se está diciendo que se ordene la captura y se revisar  que fue lo que paso.

La Licda. Campos dice que no hay delito y evidentemente para el Ministerio Público no hay evasión, porque la persona está en libertad y la Sala se pronunció en que no hay delito de evasión, lo que procede es un procedimiento administrativo y de factor jurídico,  el juez ordena la captura y sabido el sujeto da las explicaciones pero hay una sentencia firme con una pena que debe descontar.

El Dr. Chirino dice que la Licda. Campos tiene razón, lo que se debería hacer es fortalecer el criterio jurídico que se está expresando y revalorar las labores del juez de ejecución, ya que siempre ha faltado a la hora de interpretar las funciones de este juez, es darle el papel que se merece en el proceso de ejecución porque siempre se ha visto como aquel que tramita las solicitudes de los internos en relación con los cambios de etapa, pero su labor de acuerdo con el Código actual es mucho más amplia.

La Mag. Calzada dice que hay dos o tres sentencias recientes de la Sala donde enfocan el tema del Juez de Ejecución de la Pena y sería bueno que las buscara ya que las que señala la Licda. Brizuela en el informe son muy viejas, de 1992.

SE ACUERDA: Previo a resolver solicitar a la Licda. Yadira Brizuela que valore las funciones del Juez de Ejecución de la Pena, amplíe la fundamentación y verifique los votos recientes. ACUERDO FIRME.
ARTICULO VII

La Licda. Sara Castillo Vargas, Directora Ejecutiva de la CONAMAJ, en oficio N°204-CNMAJ-04 de fecha 6 de julio dice:

“Con ocasión de su nota N° 082-CD/EJ-04, del 5 de julio pasado, quisiera agradecer la deferencia del Consejo de nominarme para la Comisión que trabajará en los términos de referencia en materia de oralidad para la Escuela Judicial.


Sin embargo, considero que mi participación en esta Comisión no es pertinente siendo que, a partir del 12 de julio próximo no estaré ocupando el cargo de Directora Ejecutiva de la CONAMAJ.


Adicionalmente, existe interés por el grupo de instructores nacionales capacitados por el Proyecto Acceso que he coordinado, de concursar una vez que este programa sea licitado.  Con esto en consideración mi participación en la etapa de definición de términos de referencia, resulta a todas luces inadecuada.


Considerando la importancia que el equipo nombrado, integrado por la Dra. Tristán y la Licda. Bermúdez, cuente con un especialista en la parte substancial, muy respetuosamente recomiendo se integre a este grupo al Lic. Martín Matamoros Mora, quien además de ser funcionario de la Escuela, es instructor certificado en oralidad y cuenta con basta experiencia en materia de planificación curricular.


Reitero mi agradecimiento por la deferencia de haberme considerado para esta importante labor y espero comprenda mis motivos para eximirme de ello.”
SE ACUERDA:  Tomar nota del oficio anterior y se comisiona al Dr. Alfredo Chirino Sánchez, Director de la Escuela Judicial para que designe a la persona que considere conveniente. 

ASUNTOS VARIOS

ARTICULO VIII

La Msc. Bárbara Host Quirós, Directora  Ejecutiva del Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial, en oficio DE-296-04 de fecha 7 de julio del 2004 dice:

“Después de un atento saludo me permito presentar a su consideración lo siguiente.  Funcionarios de nuestra institución tuvieron  la oportunidad de participar en la sesión de trabajo sobre  Mediación del Conflicto facilitada de manera excelente por la Lic. Kattia Escalante, en el curso organizado por la Defensoría de los Habitantes, el cual estuvo dirigido a funcionarios/as de las Contralorías de Servicios de instituciones públicas.

El adecuado manejo conceptual y metodológico que el tema realiza la Licda. Escalante nos ha motivado a solicitarle, de la manera más atenta, considerar la posibilidad de desarrollar un curso de capacitación sobre esta temática dirigido al personal de nuestra institución.

El abordaje de este tema se constituye para nosotros, como institución rectora en discapacidad, en una de las prioridades actuales dado que el cambio de época histórica que experimentamos, el incumplimiento de la ley 7600 de Igualdad de Oportunidad para las personas con discapacidad y su reglamento, las condiciones de inaccesibilidad de los servicios públicos y privados, así como el irrespeto a los derechos humanos de las personas con discapacidad hacen que el conflicto se constituya en una variable que emerge cada vez con mayor frecuencia en nuestro trabajo cotidiano.

Lo anterior determina que el personal de nuestra institución requiere hoy más que nunca la información y formación adecuada sobre la Mediación del Conflicto, de manera que estemos mejor preparados/as para impulsar alternativas que contribuyan a la superación oportuna y efectiva de las diferencias que surgen en la búsqueda por concretar mejores condiciones de vida para las personas con discapacidad.

En este marco, esperamos poder contar con la valiosa experiencia de la Lic. Escalante en el desarrollo del curso solicitado, en el lugar y horario que usted estime conveniente.  Nuestra institución ofrece para ello la reproducción de materiales, el equipo audiovisual y de cómputo que se requiera, así como otros aspectos logísticos que sean necesarios.

Quedamos a sus órdenes para atender cualquie consulta al respecto, en los números telefónicos 260-38-39, así como en la siguiente dirección electrónica: bhoist@cnree.go.cr.”
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SE ACUERDA:  Se acuerda autorizar a la Licda. Kattia Escalante Barboza, Encargada de la Unidad del RAC de la Escuela Judicial  para que de acuerdo a posibilidad y su disponibilidad imparta el curso de Mediación de Conflicto solicitado para los funcionarios del Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial y coordine lo que corresponda con la Msc. Bárbara Host Quirós, Directora Ejecutiva del CNREE. ACUERDO FIRME.

ARTICULO IX

La Licda. Matilde González Aguilar, Jefa del Departamento de Trabajo Social y Psicología, en oficio DTSP-426-2004 de fecha 20 de julio de 2004 dice:

“Con respecto al “Taller de negociación con perspectiva de género” actividad que se realizará los días viernes 10 y 17 de setiembre del año en curso, desde las 8:00 hasta las 16:30 horas en la Sala Alfonso Quirós Cuarón del ILANUD:

Me permito indicar que esta jefatura avala la participación de la servidora  ILEANA ARCE BOCKER, asistente administrativa asignada al Equipo Interdisciplinario de Heredia, quien tomará vacaciones para asistir y además será sustituida por el tipo de labores que realiza.”

SE ACUERDA:  Previo a resolver solicitar a la Licda. Matilde González Aguilar, Jefa del Departamento de Trabajo Social y Psicología la justificación o razón por la cual solicita la participación de la señora Ileana Arce Bocker, Asistente Administrativa al curso en mención. ACUERDO FIRME.

ARTICULO X

El Lic. Rolando Barrantes Muñoz, Director Ejecutivo del Instituto Nacional de Fomento Cooperativo en oficio D.E. #1677-2004 del 21 de julio del año en curso dice:

“El Instituto Nacional de Fomento Cooperativo (INFOCOOP), es una institución pública que promueve el Cooperativismo y fomenta la participación organizativa y empresarial de la población, especialmente la de escasos recursos, de acuerdo con criterios de eficiencia financiera, económica y social.  Esta institución, conocedora de la política institucional que promueve la Escuela Judicial y la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia para fomentar la resolución Alternativa de Conflictos como una forma de dirimir de manera eficiente y expedita las diferencias que se presentan entre los diferentes actores de la sociedad costarricense, deseamos manifestar y solicitar lo siguiente:

Se nos incluya como participantes (al Lic. Ronald Fonseca Vargas, Coordinador del Proceso de Asesoría Jurídica y al suscrito) en el curso de Mediación que impartirá la Escuela Judicial  en el mes de abril del 2005, de esta manera compartimos nuestra experiencia con la de sus funcionarios y al mismo tiempo cumplimos con el mandato de la Ley N° 4179 del 22 de agosto de 1968, Ley de Asociaciones Cooperativas y Creación del INFOCOOP, la cual es muy clara cuando indica que tenemos que servir de mediadores en las diferencias que puedan suscitarse entre la Junta Directiva, la Dirección ejecutiva y las cooperativas del país.”
SE ACUERDA:  Autorizar la inclusión del Lic. Ronald Fonseca Vargas, Coordinador del Proceso de Asesoría Jurídica y del Lic. Rolando Barrantes Muñoz, Director Ejecutivo del Instituto Nacional de Fomento Cooperativo (INFOCOOP) en el curso de Mediación.  Comuníquese a la Licda. Kattia Escalante Barboza, Coordinadora de la Unidad del RAC de la Escuela Judicial para que coordine lo que corresponda.

ARTICULO XI

La Mag. Ana Virginia Calzada Miranda manifiesta que ya se debe comenzar a trabajar en el plan de trabajo para el 2005, por lo que solicita que se proceda a solicitar a las diferentes Unidades de Capacitación, Asociaciones y Comisiones del Poder Judicial que remitan los planes de necesidad de capacitación para el 2005 con el objeto de tomarlas en cuenta en el Plan de Trabajo de la Escuela Judicial.

SE ACUERDA:  Hacer instancia  a la Defensa Pública, Ministerio Público, Comisión de Capacitación del Sector Administrativo, Unidad de Capacitación del O.I.J., Unidad de Capacitación de Oficiales de Seguridad, Coordinadores de Programas y Unidades de la Escuela Judicial, Asociación Costarricense de la Judicatura (ACOJUD), Asociación de Profesionales en Derecho del Poder Judicial y Asociación de Juezas  que remitan a más tardar el 3 de Setiembre de 2004 a la Escuela Judicial el plan de actividades de capacitación que se deben incluir dentro del Plan de Trabajo  para el 2005. Asimismo se comisiona al Lic. Otto González Vílchez, Abogado de la Escuela Judicial para que solicite y determine cuáles son las Comisiones del Poder Judicial que deben enviar el plan de acuerdo con los presentados en años anteriores.  ACUERDO FIRME.

ARTICULO XII

La  señora Cristina Rojas Rodríguez, Ex Embajadora de Costa Rica en Japón, en oficio de fecha 23 de Julio de 2004 dice:

“Atendiendo una gentil invitación formulada por el Dr. Luis Paulino Mora Mora, Presidente del Poder Judicial, el Sr. Yuki Furuta, Fiscal General Adjunto del Japón junto con los profesores Motoo Noguchi e Iichiro Sakata de UNAFEI  y el Sr. Kiyotaka Otsuki de la Agencia de Cooperación Internacional del Japón, JICA, visitarán el país del 19 al 26 de Agosto próximo.



El propósito de la visita es proveer la posibilidad de conocer, analizar y discutir con académicos, formuladores de políticas, aplicadores de la ley y practicantes del Derecho en general, los cambios que ha llevado a cabo Japón tanto en su legislación penal como en la estructura de su sistema de justicia penal para enfrentar los retos que impone la nueva criminalidad, la criminalidad transnacional organizada, los delitos administrativos y financieros y la corrupción.



Para este  fin, se han organizado tres actividades: una conferencia magistral el día lunes 23 de Agosto y dos talleres de trabajo los días martes 24 y miércoles 25 de agosto, de conformidad con el programa de actividades que en este acto adjunto.



Tomando en cuenta lo anterior, le solicito respetuosamente someter a consideración del Consejo Directivo de la Escuela Judicial la posibilidad de emitir un certificado de participación a las personas que asistan a las tres actividades.  Ello sin duda estimulará la participación de funcionarios judiciales y contribuirá a darle un mayor realce al evento.  El certificado bien podría venir refrendado tanto por el Ministerio Público como por el ILANUD.  Ambas entidades están colaborando activamente en la organización del programa. Por el Ministerio Público participan la Lic. Mayra Campos Zúñiga de la Unidad de Capacitación y Supervisión y la Lic. Andrea Murillo Fallas, Fiscal Auxiliar.  Por parte de ILANUD, el Sr. Ronald Woodbrige, coordinador de Cooperación Internacional.



Para mayor información sobre el particular, adjunto copia de la nota de invitación remitida al Sr. Furuta, del Programa de Actividades y de las hojas de vida tanto del Sr. Furuta como de los profesores señores Noguchi y Sakata.”

“TENTATIVE SCHEDULE

AUGUST 19

Mr Yuki Furuta,

Deputy Prosecutor-General

Supreme Public Prosecutors Office of Japan 

Arrives to Costa Rica  20:53 Hrs.

AUGUST 20

14:30 – 16:30 Hrs. Briefing Session on Costa Rican legal and

judicial system and its challenges

Dr. Alfredo Chirino, Director, Judicial School

Cristina Rojas R.

 AUGUST  21– 22
Visiting Tour

AUGUST 23              10:00 Hrs.   
Courtesy visit to Mr. Elías Carranza






Director of ILANUD

11:00 Hrs
Courtesy visit to  Mr. Francisco Dall’Anese, Prosecutor General




12:00 Hrs.
Lunch

16:30 Hrs.
Lecture: “Penal Law and Transnational Criminality”

            Mr. Yuki Furuta 

Supreme Court of Justice

Past-Presidents’ Auditorium




20:00 Hrs.
Dinner

AUGUST 24             10:00 Hrs.
II Circuito Judicial de San José,

(Goicoechea)

Visit of the Judicial Premises

Observation of Court Proceedings,

Court of First Instance 




12:00 Hrs.
Lunch



     14:30 Hrs.       
Workshop: “Mechanisms to ensure critical 





elements of governance in the structure and





operation of the criminal  justice”

  Mr. Yuki  Furuta





  Prof. Motoo Noguchi





  Judicial School






  Supreme Court of Justice




19:00 Hrs.
Reception in Honour of Mr. Yuki Furuta,






Mr. Motoo Noguchi, Mr. Iichiro Sakata and 

Mr. Kiyotaka Otsuki
Hosted by Universidad Interamericana

Heredia

AUGUST 25


14:00 Hrs.
Audience with  the Juridical Commission

Asamblea Legislativa  (Parliament)





15:00 Hrs.
Workshop







“Criminal Justice Reform in Japan”







Mr. Yuki Furuta

Asamblea Legislativa (Parliament)







Dirección de Servicios Técnicos

17:00 Hrs. 
Meeting with  UNAFEI  participants and 



participants of the Joint UNAFEI / LLANUD   

Programme Sala Quiroz Cuadrón, 


ILANUD 

AUGUST 26


Departure”
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El Dr. Alfredo Chirino  dice que además de la aprobación de certificados, le solicitaron  la posibilidad  de realizar una publicación del aviso de la actividad en un periódico con cargo al  presupuesto de  la Escuela Judicial. En cuanto a las conferencias según informó la Licda. Alejandra Monge tienen una duración de dos horas cada una y en caso de que se apruebe la confección de certificados debe hacer condicionado a que se incluya o amplíe el tiempo de las conferencias para completar un total de ocho horas. 

La Licda. Mayra Campos agrega que sería conveniente solicitar permiso al Consejo Superior para que los funcionarios que deseen participar  lo hagan siempre y cuando no afecte el buen servicio público ya que doña Cristina quiere que se garantice la presencia de público.

La Mag. Calzada propone se dirija invitaciones a cierto grupo de personas con el fin de garantizar la asistencia y que sea también abierta al  público.

La Licda. Mayra Campos informa que ella tiene una lista de Fiscales de Delitos Económicos interesados en participar y puede remitirla a la Escuela Judicial para que se considere.

SE ACUERDA:   Aprobar la actividad organizada para la visita de la misión de Japón, se autoriza la confección de certificados de asistencia de las conferencias que se  realizaran el lunes 23 de agosto de las  16:30 a 18:30  horas, el martes 24 de agosto  de las 14:30 a 16:30 horas y miércoles 25 de agosto de las 15:00 a las 17:00 horas siempre y cuando se cumpla con un mínimo de 8 horas y la publicación de un aviso del evento en un periódico nacional con cargo al presupuesto de la Escuela Judicial.  Se comisiona a la Licda. Alejandra Monge Arias, Abogada de la Escuela Judicial para que coordine lo que corresponda.  Comuníquese al Consejo Superior para la autorización de la publicación del aviso, se adjunta certificación de contenido presupuestario y conceder permiso con salario sin sustitución para los participantes siempre y cuando no afecte el buen servicio público. ACUERDO FIRME.

ARTICULO XIII

El Dr. Alfredo Chirino Sánchez, Director de la Escuela Judicial, dice que seguidamente, el personal técnico del Programa de Virtualización realizará una presentación de los aspectos técnicos que  incluye el  curso virtual de Pensiones Alimentarias.

Se recibe a la M.A.T.I Eugenia Arias  y a la M.B.A Magdalena Aguilar  quien presenta lo que se denomina una cortina de entrada que es una animación para darle un poquito de interactividad al curso virtual y  las diferentes pantallas, la interfase y navegación.  Manifiesta que el curso está siendo diseñado con un estilo gráfico general y la idea es que los cursos que se desarrollen en esta modalidad tengan un común denominador en lo que es diseño gráfico y  facilite el uso a los estudiantes considerando también que algunos compañeros del Poder Judicial cuentan con equipos que tienen una definición básica y requieren que el curso tenga un nivel básico en cuanto a los elementos técnicos ya que se prefiere  que sea utilizado en la mayor cantidad de máquinas de acuerdo con el contexto del Poder Judicial.

El Dr. Chirino dice que esa es la navegación que será usualmente utilizada en otros cursos y se llama como una especie de plantilla con base en la cual se puede montar cualquier curso.  Las tareas que faltan son la revisión filológica de los contenidos, una última validación técnica de los contenidos del curso.   También hay que agregar los datos de las otras unidades (6) porque la que se presentó es la unidad cero.

La M.A.T.I Eugenia Arias dice que la cortina y la metáfora será la misma para todos los cursos y la M.B.A Magdalena Aguilar agrega que ya se tiene listo el diseño gráfico y técnico y a partir de que los contenidos estén revisados filológicamente y aprobados por los especialistas, el montaje aproximado es de veintidós días, ya que también conlleva  una etapa de pruebas. 

SE ACUERDA: Tomar nota. 

Se levanta la sesión a las doce horas con cinco minutos.

Mag. Ana Virginia Calzada Miranda

Dr. Alfredo Chirino Sánchez

                     PRESIDENTE                                                    DIRECTOR ESCUELA JUDICIAL

� Como se explicará más adelante en el presente informe, el proceso arbitral es perfectamente procedente en este caso, debido a los efectos de la cláusula décimo sétima del contrato de servicios profesionales suscrito con la Fundación General de la Universidad de Salamanca.   


� Voto 2307-95; Sala Constitucional de las dieciséis horas del nueve de mayo de 1995. Tomado de la opinión jurídica número OJ-048-1999 de la Procuraduría General de la República del 29 de abril de 1999. 





� Dictamen  C-335-2001; Procuraduría General de la República; 5 de diciembre de 2001. 


� Para comprender mejor el procedimiento descrito, se puede ver la opinión jurídica de la Procuraduría General de la República número OJ-048-1999 del 29 de abril de 1999, mediante la cual se le recomendó a la Asamblea Legislativa utilizar un procedimiento similar al indicado en este informe.


 


� Ver la Cláusula Primera del Contrato de Servicios Profesionales N°87-CG-02, suscito entre la Corte Suprema de Justicia y la Fundación General de la Universidad de Salamanca.


   


� Las competencias otorgadas a la Unidad Ejecutora del Programa de Modernización PJ-BID, se establecen en  la cláusula tercera y artículo 4 de la Ley N° 7496 Aprobación del Contrato de préstamo suscrito entre el Gobierno de Costa Rica y el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), N° 859/OC-CR, para financiar el Programa de Modernización de la Administración de Justicia.  


� Dictamen C-111-2001; Procuraduría General de la República; 16 de abril del 2001.


� Voto N° 498-91; Sala Constitucional de las quince horas del primero de marzo de 1991.


� Baudrit Carrillo Diego; Derecho Civil IV; volumen I; Teoría General del Contrato 3ª. Edición; Editorial Juricentro; San José, Costa Rica; 2000; página 96. 





� Baudrit; ob. cit. pág 96 y 97.


  


� El desglose de los siguientes daños fue realizado con base en la información técnica suministrada al suscrito por las encargadas del Programa de Virtualización de Cursos de la Escuela Judicial, MBA. Magdalena Aguilar Álvarez y MATI. Eugenia Arias Quesada. 


� La conversión a colones se realiza al tipo de cambio a la fecha de la elaboración del presente informe, que es de 435 colones. 
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